


















































La Estrategia Nacional sobre Alcohol incorporará en la APS el desarrollo de un protocolo
de intervenciones breves para identificar y manejar temprana y efectivamente el consumo
de riesgo, que ya ha recibido amplia confirmación de su utilidad en diversos países y
contextos.

Principios de las acciones a realizar

El consumo de alcohol es un factor de riesgo crítico para la generación y/o evolución de
varias decenas de enfermedades físicas y mentales. La atención de salud general debe
hacerse cargo de su identificación e intervención preventiva. Por tanto, todos los programas
de salud, los miembros de los equipos de salud y los establecimientos de salud, deben
incluir entre sus normas de buenas prácticas, procedimientos de detección temprana e
intervención breve que beneficien a sus usuarios.

La cultura institucional de los centros de salud, de la que participan todos sus funcionarios,
incluye como conocimiento básico y mínimo, los conceptos de consumo de alcohol de riesgo
y la habilidad para proveer un consejo breve (mínimo suficiente) al respecto, a quién lo
requiera o necesite.

Los programas de atención de salud, de la madre, del adolescente, del adulto, del adulto
mayor, deben incluir un componente preciso para la detección e intervención sobre el
consumo de alcohol de riesgo. Especial énfasis debe darse en el programa de control de
enfermedades crónicas.

Es tarea y responsabilidad de los equipos y profesionales del nivel de especialidad de salud
mental y psiquiatría, el manejo oportuno y efectivo de los trastornos mentales y del
comportamiento por consumo de alcohol (trastorno por consumo perjudicial, dependencia)
y la morbilidad psiquiátrica asociada o concomitante.

El tratamiento y rehabilitación de las personas con trastornos por consumo de alcohol
incluye como componente inseparable, la participación de instancias sociales protectoras
del entorno de vida y de trabajo de los afectados. Entre ellas, la participación de la familia,
cuyo rol protector debe ser objeto de intervenciones de salud que contribuyan a su desarrollo
o recuperación; la labor complementaria de grupos genéricamente denominados “de
autoayuda”, que proporcionan una forma de apoyo continuo en la matriz comunitaria y
cultural del afectado en tratamiento y rehabilitación, que está fuera del alcance de los
programas de salud y que por su importancia y efectividad, debes ser debidamente
reconocido por los sistemas y programas de salud; las estructuras laborales (empresas,
empleo, seguros) que requieren establecer políticas y procedimientos tanto para prevenir
el consumo de alcohol de riesgo, como para apoyar a los trabajadores que han sido afectados
por ello, mediante acceso y oportunidades de reinserción laboral.

Es necesario perfeccionar y fortalecer la vinculación entre Salud y Justicia, pues hasta ahora
muestra un débil desarrollo y pobres resultados. Es probable que las personas detenidas
y sancionadas por delitos o faltas asociados al consumo de alcohol, se encuentren proclives
a intentar una evaluación y tratamiento de su consumo problema, si se les ofrece
oportunamente o incluso si se les obliga a ello, en el marco de su proceso judicial.
Innovaciones y la identificación de mejores prácticas en el terreno de la coordinación entre
los organismos de la Justicia y la Salud permitirían aprovechar una vía potencial de
rehabilitación y ruptura de la recurrencia en conductas socialmente ofensivas.
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En 5 comunidades de Massachusset, con una contribución de 1 dólar por habitante año, personal municipal especial, facilitaron diversas
acciones comunitarias durante 5 años: campañas por medos locales, días de alerta del “tomar y manejar” y de las carreras de velocidad
ilegales, línea telefónica para denuncias por esta última causa (preocupación de ese tiempo), educación entre escolares, entrenamiento
policial, organizaciones de estudiantes contra el “tomar y manejar”, información a vendedores de locales de expendio sobre los riesgos
del consumo de alcohol y otros. A lo largo de 5 años se redujo el número de accidentes fatales en un 25% y los asociados al consumo
de alcohol, en un 40%.
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La participación ciudadana es en sí un determinante social del nivel de salud. Promover
la participación ciudadana en Salud en el nivel local implica generar mecanismos para
asegurar acceso y calidad de información a la ciudadanía, promover el ejercicio de derechos
en salud, fortalecer las modalidades de gestión participativa, facilitar la expresión de
mecanismos de control social y toma de decisiones de la ciudadanía.

Las políticas municipales podrían encontrar en la participación social una fuerza sinérgica
considerable para enfrentar los problemas derivados del consumo alcohol en el medio local,
porque la convivencia con ellos resulta dolorosa y perturbadora para la mayoría de las
familias.

Las acciones y responsabilidades de los gobiernos locales encuentran sustento en disposiciones
legales generales y más específicas.

Entre las primeras, la ley Orgánica Constitucional de Municipalidades (Ley N° 18.695) que
establece como una de las funciones privativas de éstas “la promoción del desarrollo
comunitario” y “elaborar, aprobar y modificar el plan de desarrollo comunal....”. Entre las
funciones que, directamente o con otros órganos de la Administración del Estado, los
municipios podrán desarrollar, se incluye “la prevención de riesgos y la prestación de auxilio
en situaciones de emergencia” y “el desarrollo de actividades de interés común en el ámbito
local”. Se señalan asimismo, una serie de “atribuciones esenciales” que prestan sustento
a las funciones señaladas.

Entre las referidas al control del consumo de alcohol y sus efectos se encuentran las que
regulan el número de patentes de locales de expendio, las que limitan la venta sólo a los
mayores de 18 años de edad, la prohibición del consumo de alcohol, así como la embriaguez
en lugares públicos (Ley 19.925), los que regulan la alcoholemia legal permitida hasta 0,49
mg% (Ley de Tránsito).

Adicionalmente, las Ordenanzas Municipales permiten un rango más bien amplio de
disposiciones sobre el uso del ambiente y la vida ciudadana. Recientemente, las que varias
Municipalidades han dictado respecto de horas de cierre de locales de expendio, han
encontrado una barrera no franqueable en la legalidad vigente y su interpretación por el
Poder Judicial.

De esta manera, los municipios pueden establecer prioridades en sus planes de desarrollo
comunal que digan relación con estrategias de acción pública y con objetivos de protección
social, como la reducción del consumo nocivo de alcohol. Ejemplos de ello en otras naciones
se dan en materia de tránsito y alcohol imponer entrenamiento de personal de servicio
de bares y restaurantes (garzones y similares) para no continuar sirviendo a
intoxicados;patentes de expendio asociados a diversas exigencias para ejecutar
una venta responsable(Wagenaar, Murray et al. 2000;Hingson, Zacocs et al.
2005); coordinación sensible con los departamentos de policía locales, etc.

*

*
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Si bien una mayoría de municipios no cuenta con excedentes económicos para planes
prosociales de envergadura, sí disponen de un cierto margen de acción para generarlos:

Recolectar activamente información objetiva sobre las necesidades sentidas de la
población, constituye una herramienta para promover la movilización de la ciudadanía,
para orientar el plan de desarrollo comunal o para buscar con mayor precisión y
sustento recursos externos. Los cabildos y otras formas de consulta ciudadana muestran
las necesidades colectivas y surgen con bastante frecuencia las relativas a los problemas
asociados con el alcohol, sea como necesidades de salud, de seguridad ciudadana,
de apoyos a la convivencia en la familia o alarmas por la cultura juvenil emergente.
El rol y liderazgo interno de los alcaldes para orientar y transformar necesidades y
anhelos de la comunidad, en iniciativas de cambio y cohesión social, es crítico y puede
perfeccionarse o incrementarse con asesorías y apoyos externos.
Otro recurso municipal que puede ser perfeccionado, es a través de la integración y
coordinación de las respuestas rutinarias de las diversas secciones de un Municipio
frente a los problemas del alcohol subyacentes a las demandas de servicios, de ayuda
o de reparación.
En los diversos planes y programas que ya se encuentran en ejecución en los niveles
comunales, y en los que los municipios tienen diversa injerencia, tales como los de
Comuna Segura, Protección Social, Comunas Vulnerables, etc., experimentan en los
problemas relacionados con el consumo nocivo de alcohol, barreras para alcanzar
mayor efectividad y costo-efectividad. Su oportuna identificación y el uso de las
estrategias efectivas disponibles para superar esas barreras ofrece posibilidades de
orientar mejor recursos ya en acción.
La Ley Nº 19.925 de Expendio y Consumo de bebidas alcohólicas incluye la disposición
que un 60% de los ingresos municipales por concepto de multas “se debe dedicar a
acciones de fiscalización de las infracciones, y el desarrollo de programas de prevención
y rehabilitación de personas alcohólicas” (artículo 57). He aquí una herramienta que
se utiliza escasamente en el conjunto de los municipios del país para el propósito
señalado en la Ley.

Existe una amplia gama de opciones disponibles para las comunidades, para protegerse
de la violencia relacionada con el consumo de alcohol, la embriaguez en lugares públicos,
el ruido o los accidentes en sus vecindarios. Se incluyen desde iniciativas informales de
parte de vecinos hasta proyectos organizados y basados en la comunidad organizada.

Se han evaluado varios proyectos basados en la comunidad orientados a los problemas
de alcohol, incluyendo, por ejemplo, los de Brasil, Canadá, Finlandia, Nueva Zelanda y
Estados Unidos(CALIFORNIA; Casswell and Gilmore 1989; Hingson, McGovern et al. 1996;
Holder, Gruenewald et al. 2000; Holmila 2000; Wagenaar, Murray et al. 2000; Gliksman
2001; Duailibi; Ponicki et al. 2007). Aunque los impactos y su estabilidad a largo plazo
varían según el tipo de proyecto, la propuesta general es pertinente al contexto chileno.
Las investigaciones(Babor 2003) indican que las intervenciones más exitosas en reducir
la ingesta de alcohol de riesgo o el daño causado por el alcohol, incluyen como intervención
fundamental un componente político.

La experiencia evaluada internacionalmente permite concluir que los municipios deben
preferir implementar una mezcla adecuada de programas de prevención con sustento en
evidencias y, al mismo tiempo, estrategias de acción pública que incidan en la disponibilidad
y en el acceso al alcohol por parte de menores. Además, si se establecen como políticas
del municipio, por ejemplo, por su inclusión en el plan de desarrollo comunal, muestran
una mayor continuidad y permanencia que sí constituyen planes o campañas que deben
ser financiados año a año.

Evidencias
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Algunos programas con involucramiento de padres (enfocados a generación de habilidades
parentales y mejoría de comunicación padres-hijos) han demostrado un efecto positivo
en reducir o prevenir el consumo, sin embargo persiste la duda de su efecto a largo
plazo(Petrie, Bunn et al. 2007; Andreson, Chisholm et al. 2009).

Aunque lo anterior resulte desalentador, la conclusión de los estudiosos es que los programas
educativos deben utilizarse activamente, pero como complementos de otras medidas de
mayor efectividad y para el objetivo en el que ciertamente demuestran impacto, esto es,
mejorar el nivel de información sobre el alcohol, sus efectos y sobre las medidas para su
uso adecuado a nivel individual y social.

En conclusión, la prevención en escuelas y otras formas de educación no debe ser una
actividad aislada, sino que complementarse con acciones que incidan en la disponibilidad
y el acceso al alcohol, control de publicidad, fuerte rol del gobierno local, campañas de
comunicación, así como priorizar las actividades entre pares y siempre involucrar a los
padres.

Esta Línea de Acción se refiere también al enfoque conceptual y a las competencias que
requerirán aquellas personas que por su función y posición les tocará desempeñar un rol
clave en el desarrollo de la Estrategia Nacional sobre Alcohol.

Enfrentar el problema del consumo nocivo de alcohol en su correcta medida, esto es, como
el primer factor de muerte y discapacidad evitables en el país, conlleva disponer un cuerpo
profesional de la mayor calificación y experticia en salud pública, motivado, con un
reconocimiento adecuado, con una tarea y responsabilidades claramente delimitadas.

La Estrategia Nacional sobre Alcohol es, en esencia, una política de salud pública sobre
alcohol y por tanto su campo es el de contribuir a organizar los esfuerzos de la sociedad
para promover la salud en niños, jóvenes y los que consumen alcohol en el nivel de bajo
riesgo; prevenir la enfermedad, en aquellos que consumen alcohol en niveles de riesgo y
prolongar la vida en aquellos que se han visto afectados por tal patrón de consumo.

Dadas la omnipresencia y la transversalidad de los problemas del alcohol, los esfuerzos
de la sociedad incluyen entonces a muy diversos sectores, algunos de ellos imprescindibles
para la obtención de resultados relevantes, Economía, Planificación y Desarrollo, Trabajo,
Educación, Juventud, Deportes y Recreación, Transportes, Gobierno Interior y Seguridad
Ciudadana, los gobiernos locales de cada comuna y otros, además de Salud.

En cada uno de estos sectores se requerirá de la presencia de personal competente y
motivado.

Una base de conocimientos mínima suficiente es necesaria para que un plan de acción
sobre alcohol funcione y sea efectivo. Ella debe incluir datos sobre cantidad y calidad del
consumo de alcohol, los daños relacionados con el consumo de alcohol y la efectividad de
las políticas y acciones de modo de proveer bases racionales para la toma de decisiones.
La ausencia de tales datos ha ocasionado dificultades a países europeos en transición,
para adoptar políticas integrales sobre alcohol, así como por un manejo insuficiente de
elementos de la epidemiología moderna, salud pública, promoción de salud, medicina
basada en evidencia, aplicación de la investigación en ciencias sociales, debido en parte
a la ausencia de educación en salud pública y a la falta de oportunidades(WHO-EUROPA
2009).

La capacidad del personal y de las instituciones de salud, deberá ser apoyada
consecuentemente para tales propósitos.

Además, otros profesionales deberán desarrollar competencias para la defensa y promoción
de la Estrategia Nacional sobre Alcohol, a través de los medios, la abogacía, la negociación
con la industria, etc.

Finalmente, el impulso y facilitación de la investigación es también crítica para la
sustentabil idad y renovación de la Estrategia Nacional sobre Alcohol.

El proceso de formación de competencias deberá incorporar acciones en la educación de
nivel universitario y de post grado, en diversas carreras y disciplinas.
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